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TEMA:  Las agencias en derecho es un monto que se señala por el operador 

jurídico para reconocer los gastos de defensa judicial de la parte victoriosa, a 

cargo de quien pierda el proceso, u otro trámite por él promovido, y de quien 

se le resuelva desfavorablemente un recurso ordinario o extraordinario que 

haya impretrado. Para la determinación del monto correspondiente por dicho 

concepto, el funcionario judicial, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y 

duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó 

personalmente, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias 

relevantes, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los 

máximos previstos para tal efecto, de modo que sean equitativas y razonables. 

CONFIRMA. 

 

 

Procedente del JUZGADO TRECE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, llegó en apelación a esta Corporación, el auto proferido el 14 

de septiembre de 2021, mediante el cual el Juzgado de instancia, aprobó la 

liquidación de costas efectuada en la presente acción, recurso que pasa a 

resolverse en atención a lo definido por sala dual, al resolver recurso de 

súplica formulado en contra del proveído dictado por este despacho el 30 
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de marzo de 2022, en el que se inadmitió la alzada aludida, en los 

siguientes términos: 

 

 

1.0.  A N T E C E D E N T E S. 

 

 

El 11 de septiembre de 2017, el señor BERNARDO ABEL HOYOS 

MARTÍNEZ formuló acción popular en contra de KOAD S.A.S. 

(02AcciónPopular), la cual fue admitida el 20 del mismo mes y año 

(03AutoAdmite).   

 

Una vez notificada la accionada y enteradas las entidades indicadas en 

dicha admisión, por auto del 15 de marzo de 2018, de manera oficiosa, se 

decretó la acumulación de la presente acción popular con otras que estaban 

ventilando entre las mismas partes, pretendiendo la protección de los 

mismos derechos colectivos y con fundamento en iguales supuestos, 

radicadas con los Nos. 20170706, 20170712 y 20170739 

(12AutoDecretaAcumulación).  

 

A partir de dicho momento se surtieron dichos asuntos de manera conjunta, 

esto es, la audiencia de pacto de cumplimiento, los alegatos de conclusión y 

la sentencia, esta última dictada el 13 de febrero de 2019 (25Sentencia), en 

la cual se dispuso condenar en costas a la demandada, pero que no había 

lugar a agencias en derecho. 

 

Acorde con lo anterior, en auto del cinco de marzo de 2019, se aprobaron 

las costas fijadas en “cero” pesos, al no haber agencias y no acreditarse 

gastos dentro del proceso; sin embargo, en sentencia de segunda instancia, 

esta corporación, mediante providencia del cinco de abril de 2021, en 

REVOCÓ PARCIALMENTE la sentencia, para modificar lo relativo a la 
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decisión adoptada frente a las agencias, para en su lugar indicar que en la 

condena en costas se debía incluir dicho concepto (07SentenciaConfirma). 

 

Así las cosas, la a quo el 29 de julio de 2021, dispuso cumplir lo resuelto 

por el superior y en consecuencia, fijó como agencias en derecho la suma 

de $908.526 (34AutoCumplaseLoResueltoPorSuperior), la que fue incluida 

en la liquidación de costas aprobada el 14 de septiembre del mismo año 

(35ApruebaLiquidaciónCostas). 

 

En contra de la referida decisión se formuló recurso de reposición y, en 

subsidio el de apelación, cuestionando el actor popular el monto de las 

agencias fijadas, al considerarlo muy bajo, para el tiempo que tardó en 

definirse este asunto; la gestión realizada, que incluyó 4 acciones populares 

que fueron acumuladas a una sola, y la finalidad del asunto, que no es otra 

que la protección de los derechos colectivos (37RecursoReposición). 

 

Mediante auto del 12 de noviembre de 2021, el juzgado de primera 

instancia mantuvo incólume la decisión cuestionada, considerando que las 

costas no correspondían a ningún tipo de remuneración, ni debían ser 

fijadas para que quien las reclamaba obtuviera un provecho propio; que lo 

que buscaban estas acciones era permitir ejercer el deber de solidaridad y 

buscar así la prevalencia del interés general, logrando la efectiva protección 

de los derechos colectivos cuando a ello hubiere lugar, razón por la cual el  

actor popular no era propiamente una parte que litigaba en causa propia; y 

que la actuación en este asunto, se había limitado “a la presentación de los 

escritos contentivos de las acciones populares (formatos),” y “la calidad 

de su gestión no se estima relevante para considerar una suma diferente a 

la ya fijada como agencias en derecho a favor del actor popular.”  En 

consecuencia, concedió la alzada promovida de manera subsidiaria.  
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2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

Las costas procesales son los gastos útiles o necesarios en los que debe 

incurrir la parte que resulta vencedora en un proceso ya sea para iniciar e 

impulsar el mismo, o para resistir el que es formulado en su contra, según 

sea el caso. 

 

El legislador estableció que la parte que resulte vencida en un proceso o 

determinada actuación, debe asumir los gastos hechos por su contraparte, 

con el fin de reintegrarle los valores que haya debido asumir. 

 

Dentro de las costas, se incluye como rubro o concepto, el monto 

correspondiente a las agencias en derecho, antes consagradas en el artículo 

393 numerales 2° y 3° del C.P.C, hoy en el precepto 366, numeral 4° del 

C.G.P., y han sido definidas por la Jurisprudencia Constitucional, en la 

sentencia C - 539 del 28 de julio de 1999, citada en la sentencia C - 89 de 

febrero 13 de 2002, así: 

 

“... las agencias en derecho, correspondientes a los gastos 

efectuados por concepto de apoderamiento, las cuales —vale la pena 

precisarlo— se decretan en favor de la parte y no de su representante 

judicial. Aunque las agencias en derecho representan una 

contraprestación por los gastos en que la parte incurrió para ejercer 

la defensa judicial de sus intereses, es el juez quien, de manera 

discrecional, fija la condena por este concepto con base en los 

criterios establecidos en el artículo 393-3 del Código de 

Procedimiento Civil (tarifas establecidas por el Ministerio de Justicia 

o por el colegio de abogados del respectivo distrito, y naturaleza, 

calidad y duración de la gestión realizada por el representante 

judicial o la parte que litigó personalmente). Dicha condena no 

corresponde, necesariamente, a los honorarios efectivamente 

pagados por la parte vencedora a su apoderado.” (Negrillas y 

subrayas fuera del texto) 

 

El precepto 366 del Código General del Proceso, en su numeral 4° señala 

que para la fijación del monto correspondiente a las agencias en derecho, el 
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juez debe atender las tarifas del Consejo Superior de la Judicatura, esto es, 

el Acuerdo PSAA16-10554 del cinco de agosto de 2016, señalando que en 

los eventos que éstas establezcan solamente un mínimo, o éste y un 

máximo se debía tener en cuenta, además, la naturaleza, la calidad, la 

duración de la gestión realizada por el apoderado, la cuantía del proceso y 

demás circunstancias especiales, sin que en ningún evento pudiera fijarse 

una suma superior al máximo. 

 

Ahora, el artículo 3° del citado Acuerdo, establece: 

 

“ARTÍCULO 3º. Clases de límites. Cuando las agencias en derecho 

correspondan a procesos en los que se formularon pretensiones de 

índole pecuniario, o en los que en la determinación de la 

competencia se tuvo en cuenta la cuantía, las tarifas se establecen en 

porcentajes sobre el valor de aquellas o de ésta. Cuando la demanda 

no contenga pretensiones de dicha índole, o cuando se trate de la 

segunda instancia, de recursos, o de incidentes y de asuntos 

asimilables a los mismos, las tarifas se establecen en salarios 

mínimos mensuales legales vigentes, en delante S.M.M.L.V. 

  

 

3.0.   C A S O   C O N C R E T O. 

 

 

En el sub judice, manifiesta el recurrente su inconformidad con el monto 

fijado en primera instancia por concepto de agencias en derecho, afirmando 

que no fueron considerados los criterios establecidos en el Código General 

del Proceso para tal efecto, como lo son la naturaleza del proceso, la 

calidad y duración de la gestión realizada, aunado a que a este asunto se 

habían acumulado tres acciones populares más, que él había promovido, 

logrando la protección de los derechos colectivos que estaban siendo 

vulnerados; y que igualmente, habían sido desconocido lo señalado por la 

jurisprudencia sobre el tema, y los valores que han sido reconocidos en 

trámites semejantes. 
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Al respecto resalta que la a quo, señaló como agencias en derecho, la suma 

de $$908.526, que corresponde al valor de un salario mínimo legal 

mensual, vigente para el año en que fue fijado, esto es, para el 2021. 

 

Tal como se indicó en las consideraciones, el numeral 4° del artículo 366 

del Código General del Proceso remite al operador jurídico, para establecer 

el monto de las agencias en derecho, a las tarifas que para tal efecto 

determine el Consejo Superior de la Judicatura. 

 

Por tanto, para el caso que nos ocupa, debe tomarse como referencia lo 

establecido en el artículo 3° del Acuerdo PSAA16-10554 del cinco de 

agosto de 2016, que alude a los asuntos en los que no se elevan 

pretensiones pecuniarias, como ocurre en este caso; además, no se enuncia 

dentro del mismo, ningún parámetro específico para este tipo de acciones 

constitucionales. 

 

Ahora, señala dicha preceptiva que, en esos eventos, la fijación de agencias 

debe hacerse en salarios mínimos, obviamente atendiendo a los criterios 

que señala el Código General del Proceso y reitera dicho acto 

administrativo. 

 

Es así que, realizando una verificación de los mismos, se puede advertir 

que, como lo indicó el juzgado de primera instancia, la gestión del actor se 

limitó a la formulación de las cuatro acciones populares, a través de un 

formato, que una vez admitidas y notificada la accionada y cumplidas las 

comunicaciones a la entidades públicas ordenadas, de oficio dichas 

acciones fueron acumuladas, por lo que solo se celebró una  audiencia de 

pacto de cumplimiento para todas, a la cual no asistió el actor popular; 

seguidamente, se dio traslado para presentar alegatos de conclusión, el cual 

fue aprovechado por el mismo, arrimándose en un solo escrito para todas 

las acciones; y finalmente, se emitió sentencia donde fueron definidas todas 
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las acciones acumuladas. 

 

En contra de dicha decisión promovió el actor apelación, siendo 

inicialmente negada, pero que posteriormente, debido a la tutela promovida 

en contra de esta decisión, le fue concedida, resolviéndosele 

favorablemente el reparo que presentó con relación a la decisión de no 

fijarse agencias en derecho, logrando que éstas fueran incluidas dentro de 

la liquidación de las costas. 

 

Así las cosas, tenemos que: 

 

En cuanto a la naturaleza del proceso, tenemos que se trata de una acción 

popular, por violación a normas relacionadas con obligaciones de los 

establecimientos de comercio, generando una vulneración a derechos 

colectivos, que son gestionadas con frecuencia, frente a las cuales existe 

regulación y jurisprudencia, y respecto de las cuales solo basta que se 

realice una verificación del cumplimiento o no de la norma por parte del 

accionado. 

 

Respecto a la calidad y duración de la gestión, que como viene de 

indicarse, y como fue resaltado por la juez de primer grado, la gestión útil, 

esto es, la que efectivamente se produjo dentro del presente asunto, y no la 

duración como tal del trámite, es decir, lo que se haya tardado el asunto 

para definirse, no fue de mayor envergadura, ni dispendiosa, ya que, como 

se expuso, los escritos en los que se formuló la acción son formatos que no 

ameritan mayores modificaciones, pues básicamente contienen la misma 

información, agregándose incluso, en ocasiones a mano alzada, una vez 

impresos; no se hizo presencia por el actor en la audiencia de pacto de 

cumplimiento, reduciéndose la actuación a la presentación de los alegatos y 

del recurso de apelación, este último incluso, dentro del cual se pretendió el 

reconocimiento de las agencias, cuyo monto se cuestiona en este trámite. 
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Ahora, en cuanto a la presentación de la tutela debe precisar este despacho, 

que si bien estuvo relacionado con este asunto, es un trámite independiente 

a este, por lo que dicha gestión no puede incluirse para la fijación de las 

agencias en esta instancia, máxime como se expuso, lo mayormente 

discutido era el reconocimiento de las agencias en derecho, es decir un 

interés propio y para la protección del interés colectivo reclamado, que es 

lo que se busca con la formulación de este tipo de acciones.  

 

Significa lo anterior, que, para el caso concreto, para la fijación de las 

agencias por la a quo, fue considerada gestión útil y de calidad que tuvo el 

actor popular en este asunto, así como la naturaleza del mismo, sin que 

existan pretensiones pecuniarias a considerar, estimando que el valor de 

aquéllas correspondía a la suma de $908.526, que corresponde al valor de 

un salario mínimo legal mensual, vigente para el año en que fue fijado, esto 

es, para el 2021. 

 

Nótese que en parte alguna se estable como criterio para la fijación del 

monto de las agencias el tiempo que se demore el trámite del respectivo 

proceso, pues ello daría pie para que cualquiera de las partes pretendiendo 

sacar provecho de esta regulación, dilatara éste prolongándolo en el tiempo, 

o para hacerle atribuible a la parte vencida el término de duración del 

mismo, sin que haya tenido implicación alguna en ese sentido.  

 

En consecuencia, mantendrá esta Corporación el monto de las agencias en 

derecho inicialmente fijadas y, por ende, confirmará el auto impugnado, sin 

que haya lugar a condenar en costas, dada su no causación, acorde con lo 

establecido en el numeral 8º del artículo 365 del Código General del 

Proceso. 

 

En mérito de lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 
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DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 

 

R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO:  CONFIRMAR el auto del 14 de septiembre de 2021, 

proferido por el JUZGADO TRECE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, dentro de la ACCIÓN POPULAR, incoada por el señor 

BERNARDO ABEL HOYOS MARTÍNEZ, en contra de KOBA S.A.S., 

conforme a lo explicado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO:  Sin condena en costas, por no haberse causado. 

 

TERCERO: En firme lo aquí resuelto devuélvase el proceso al Juzgado de 

origen. 

 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

La Magistrada, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 

 

 

 
C.U.D.R.: 05360 31 03 002 2003 0171 -03 


